
  
 

JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Pasto, treinta (30) de septiembre de dos mil veinticuatro (2024)  
 

Proceso:  Verbal de Responsabilidad Civil Extracontractual  
Radicación:    N° 520013103004*2020-00200-00-00 
Demandante: Sandra Lili Ramírez Herrera y Otros    
Demandado:   Nelly Ester Jiménez y Otros  

 
Encontrándose en turno para sentencia, procede el Juzgado a 

resolver de fondo la demanda verbal de responsabilidad civil 
extracontractual formulada a través de apoderado judicial por los señores 
SANDRA LILI RAMÍREZ HERRERA, JOSÉ ARLEYO MOSQUERA, 
WALTER MOSQUERA PERALTA y DANIS MOSQUERA PERALTA, 
en contra de la señora NELY ESTER JIMÉNEZ, URIEL MAURICIO 
FIGUEROA IMÉNEZ y de las sociedades SBS SEGUROS COLOMBIA 
S.A., y TRANSIPIALES S.A. 

 
I. CONSIDERACIONES PRELIMINARES 
 
1. SANIDAD PROCESAL 
 
De la revisión del proceso, no se advierte vicio alguno que pudiere 

invalidar lo actuado, pues los ritos fundamentales de aquel, así como la 
garantía de la defensa, aparecen cumplidos; por tanto, damos por satisfecha 
la sanidad procesal del plenario. 

 
2. PRESUPUESTOS PROCESALES 
 
Este Despacho tiene jurisdicción y es competente para conocer del 

presente proceso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 15, 20, 
25 y 28 del C. G. del P., dada la naturaleza del asunto, su cuantía y el factor 
territorial. Así también, Convergen en el caso bajo estudio capacidad para 
ser parte y para comparecer al proceso, así como la demanda en forma y 
para su verificación, se estará a lo resuelto en el auto admisorio, en la medida 
en que la demanda fue presentada con arreglo a los artículos 82 y s.s. del C. 
G. del P. y la parte demandante, demandada y llamada en garantía ejercen 
su derecho de postulación por conducto de apoderado idóneo.  

 
3. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 



  
 

Proviene del interés jurídico que ubica a las partes en los 
extremos de la relación jurídico — sustancial, de acuerdo con lo cual, por 
activa, sólo está legitimada en la causa como demandante, la persona que 
tiene la titularidad del derecho que reclama en su pretensión y, por pasiva, 
quien como demandada está llamada, según la relación jurídico - sustancial 
debatida en el plenario, a responder y a contradecir legítimamente la 
pretensión. 

 
Dentro del presente proceso, considera el Juzgado que la 

legitimación en la causa, no ofrece reparo alguno, pues actúa quien dice 
haber sido víctima de un daño, frente a quienes señala como los causantes 
del mismo, ocupando los extremos de la relación jurídico – procesal, con 
interés en la resolución del conflicto presentado. 

 
II. DEL CASO EN CONCRETO 
 
1. PRETENSIONES 
 
En la demanda, el señor apoderado del demandante, solicitó que 

previo el trámite correspondiente, se ordenen frente a los demandados las 
siguientes declaraciones: 

 
- Que se declare civil, solidaria y extracontractualmente 

responsables a los demandados, señores URIEL MAURICIO FIGUEROA 
JIMENEZ y NELY ESTER JIMENEZ, así como a las sociedades 
COMPAÑÍA DE SEGUROS SBS y TRANSIPIALES S.A., por los hechos 
y perjuicios ocasionados a raíz del fallecimiento del señor JESÚS ARLEYO 
MOSQUERA PERALTA (Q.E.P.D.), deceso acaecido en el accidente de 
tránsito ocurrido el día 19 de agosto de 2019. 

 
- Que, como consecuencia de la anterior declaración se condene 

a los demandados URIEL MAURICIO FIGUEROA JIMENEZ, NELY 
ESTER JIMENEZ, COMPAÑÍA DE SEGUROS SBS y TRANSIPIALES 
S.A., a pagar a los demandantes, las siguientes sumas de dinero:  

 

a. Por perjuicios materiales:  
 
Por concepto de lucro cesante consolidado y futuro en favor de 
la señora SANDRA LILI RAMIREZ HERRERA, las sumas de 
$8.403.252 y $114.886.909, respectivamente.  

b. Por perjuicios morales:  



  
 

 
- En favor de la señora SANDRA LILI RAMIREZ HERRERA, 

el equivalente a 100 smlmv a la fecha de ejecutoria de la 
sentencia.  

- En favor del señor JOSÉ ARLEYO MOSQUERA, el 
equivalente a 100 smlmv a la fecha de ejecutoria de la 
sentencia.  

- En favor del señor JOSÉ ARLEYO MOSQUERA PERALTA, 
el equivalente a 50 smlmv a la fecha de ejecutoria de la 
sentencia.  

- En favor de la señora DANIS MOSQUERA PERALTA, el 
equivalente a 50 smlmv a la fecha de ejecutoria de la sentencia.  
 

c. Por daño a la vida de relación:  
 

- En favor de la señora SANDRA LILI RAMIREZ HERRERA, 
el equivalente a 100 smlmv a la fecha de ejecutoria de la 
sentencia.  

- En favor del señor JOSÉ ARLEYO MOSQUERA, el 
equivalente a 100 smlmv a la fecha de ejecutoria de la 
sentencia.  

- En favor del señor JOSÉ ARLEYO MOSQUERA PERALTA, 
el equivalente a 50 smlmv a la fecha de ejecutoria de la 
sentencia.  

- En favor de la señora DANIS MOSQUERA PERALTA, el 
equivalente a 50 smlmv a la fecha de ejecutoria de la sentencia.  

 
d. Por daño al proyecto de vida:  

 

- En favor de la señora SANDRA LILI RAMIREZ HERRERA, 
el equivalente a 100 smlmv a la fecha de ejecutoria de la 
sentencia.  

- En favor del señor JOSÉ ARLEYO MOSQUERA, el 
equivalente a 100 smlmv a la fecha de ejecutoria de la 
sentencia.  

- En favor del señor JOSÉ ARLEYO MOSQUERA PERALTA, 
el equivalente a 50 smlmv a la fecha de ejecutoria de la 
sentencia.  

- En favor de la señora DANIS MOSQUERA PERALTA, el 
equivalente a 50 smlmv a la fecha de ejecutoria de la sentencia.  
 



  
 

Finalmente, no sólo se solicitó que las sumas antedichas sean 
indexadas conforma al IPC, sino que además pidió que se condene a los 
demandados al pago de las costas procesales. 

 
2. PROBLEMAS JURÍDICOS. 
 
Le corresponde entonces a este Despacho Judicial, circunscribir la 

presente decisión a resolver los siguientes problemas jurídicos:  
 

Principal: ¿A la luz de los presupuestos axiológicos de la acción 
aquí intentada y de los pronunciamientos jurisprudenciales emitidos en la 
materia, se debe declarar que los demandados son civil, solidaria y 
extracontractualmente responsables por los daños materiales e inmateriales 
reclamados por los demandantes, con ocasión del accidente de tránsito 
ocurrido en inmediaciones del túnel de Peñalisa, kilómetro 43+200 metros 
de la vía que de Pasto conduce a Mojarras, en el que falleció el señor JOSÉ 
ARLEYO MOSQUERA PERALTA?  

 
Subsidiarios: En caso de ser afirmativa la respuesta anterior, 

corresponde establecer si, ¿Es procedente condenar a los demandados a 
reconocer y pagar en favor de los demandantes las indemnizaciones 
reclamadas en la demanda de conformidad con la prueba obrante en el haz 
probatorio? Y así mismo, ¿En qué porcentajes deben concurrir los 
demandados y/o los llamados en garantía para el pago de la condena, si es 
que a ello hubiera lugar?  

 
Asociado: ¿Es procedente condenar a los demandados a pagar las 

costas y agencias en derecho que se generen? 
 
3. TESIS DEL DESPACHO: 
 
En el presente asunto se accederá parcialmente a las pretensiones 

efectuadas en la demanda, en tanto, como se verá posteriormente, los 
presupuestos axiológicos para la configuración de la acción de 
responsabilidad civil extracontractual intentada por la parte demandante se 
encuentran cumplidos, aunque las indemnizaciones pedidas no serán 
concedidas en su totalidad. Así, la tesis que sostiene este Juzgado se sustenta 
en las siguientes razones: 

4. SUSTENTACIÓN DE LA TESIS: 
 
CONSIDERACIÒN PRELIMINAR: 
 



  
 

4.1. NATURALEZA JURÍDICA DE LA PRETENSIÓN 
 
Formula el señor apoderado judicial de la parte demandante, una 

pretensión resarcitoria con base en una responsabilidad civil 
extracontractual, la cual nace cuando una persona comete un daño contra 
otra, sin que los ate ningún concurso de voluntades y menos nexo 
contractual. 

 
En lo que atañe a dicha pretensión, los presupuestos axiológicos 

que determinan su procedencia, se derivan del contenido del artículo 2341 
del C.C., según el cual:  

 
“El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es 

obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga 
por la culpa o el delito cometido” 

 
De la anterior disposición, conocida como texto angular de la 

responsabilidad civil extracontractual, deducen doctrina y jurisprudencia 
los elementos clásicos que la configuran: Hecho dañoso, Daño padecido, 
Culpa del autor y Relación de causalidad entre ésta y el daño. 

Sin embargo, ha dicho la jurisprudencia que cuando el daño se 
causa con ocasión del ejercicio de actividades peligrosas (art. 2356 del 
C.C.), se aplica un régimen de culpa presunta, es decir, ésta se presume en 
quien ejecuta la actividad peligrosa, por sí o por sus agentes, o es su 
guardiana, lo que releva al actor de demostrar dicho aspecto. 

 
El art. 2356 del C.C. consagra en forma inequívoca una 

presunción de culpabilidad, bastándole a la víctima que pretende ser 
indemnizada, "demostrar el hecho dañoso ocurrido como consecuencia directa y 
necesaria del desarrollo de la actividad peligrosa que desempeñaba el demandado, 
es decir, está exenta de la carga probatoria en cuanto al elemento 
culpa”1, (Se resalta por el Juzgado), siendo la naturaleza peligrosa de la 
actividad relacionada con la conducción de automotores, punto 
pacíficamente establecido por la jurisprudencia. 

 
Sobre el tema, dijo la Corte Suprema de Justicia: 
 
"5.- Sobre la cuestión de quién debe responder por el ejercicio de una 

actividad peligrosa, como lo es la de conducir vehículos automotores, se han expuesto 

                                                           
1 Cit. en sentencia de casación civil de 30 de abril de 1976. G:J: t.CLII. 



  
 

diferentes tesis como son la del aprovechamiento económico, la de la guarda jurídica 
y la de la guarda material. 

 
'La Sala, en línea de principio, ha tomado partido por la última, como 

quedó plasmado en sentencia de 4 de abril de 2013, exp. 2002-09414-01, cuando 
señala que 'en los casos de responsabilidad extracontractual o aquiliana, le compete 
al demandante acreditar los presupuestos de su pretensión, y si como fuente de aquella 
existe una actividad de las denominadas peligrosas, éste se releva de acreditar la 
incuria o imprudencia de quien aspira obtener el resarcimiento, pues en desarrollo del 
artículo 2356 del Código Civil, le resulta suficiente demostrar, a más del responsable 
del menoscabo, el acaecimiento del daño, que el mismo se produjo en desarrollo de 
una actuación de tales características (…)2 

  
Deben entonces, demostrar los actores tan sólo: el hecho 

dañoso, el daño sufrido, y la existencia de un nexo causal entre ambos 
presupuestos; toda vez que la culpa se presume. Cumplido dicho cometido, 
el demandado podrá romper ese vínculo demostrando la concurrencia de 
un elemento extraño, como es la fuerza mayor, el caso fortuito o el hecho 
de la víctima o de un tercero. 

 
Como se dijo, la acción propuesta por los demandantes, está 

dirigida a la declaración de responsabilidad civil extracontractual de los 
demandados y a su consecuente condena a la indemnización de los 
perjuicios materiales e inmateriales sufridos por ellos, como consecuencia 
del accidente de tránsito ocurrido el 19 de agosto de 2019, en el sector del 
túnel se Peñalisa, kilómetro 43+200 mts de la vía que de Pasto conduce a 
Mojarras, en el que perdió la vida el señor JOSÉ ARLEYO MOSQUERA 
PERALTA. 

 
Claro resulta entonces, de acuerdo con lo que se precisara 

anteriormente, el régimen probatorio a aplicar frente al extremo pasivo de 
esta contención, pues téngase en cuenta que la conducción de automotores, 
como ya se dijo y se ha precisado suficientemente por la jurisprudencia, es 
netamente peligrosa. 

 
Bien establecido se encuentra por la Corte Suprema de Justicia 

que es la propia naturaleza de la actividad o por los medios utilizados para 
su desempeño, que aquella puede provocar accidentes con mayor 
probabilidad, con mayor siniestralidad. Sentado también se tiene que la 
enumeración de actividades peligrosas efectuada en el art. 2356 del C.C., 

                                                           
2 CSJ SC. 8 abr/114. Ref. SC4428-2014. 



  
 

no es taxativa "aunque aporta elementos suficientes para establecer por analogía 
las situaciones que comprende la norma"3 

 
Se parte entonces, con relación a la parte demandada, de la 

presunción de culpa en los hechos que se dicen causantes del daño 
padecido por la parte demandante, correspondiendo establecer si los 
presupuestos atrás señalados, concurren en este caso. 

 
(i) EL HECHO DAÑOSO 
 
El hecho que origina el daño tiene que haberse producido 

necesariamente, que el responsable, por sí mismo o por interpuesta 
persona, cosa o actividad que esté bajo su responsabilidad, haya desatado 
una cadena de mutaciones en el mundo exterior, cuyo efecto final haya sido 
la lesión a un bien legalmente protegido de la víctima o del perjudicado, es 
decir, que haya producido un daño, entendido este como la “lesión al 
interés ajeno” o “la lesión a un derecho subjetivo que tenía la víctima en 
relación con el bien lesionado”. 

 
En lo que respecta a este punto, como se señalara en el escrito de 

la demanda, la parte actora informó que el hecho que generó el daño a sus 
representados, tuvo origen en un accidente de tránsito ocurrido el 19 de 
agosto de 2019, en el sector del túnel se Peñalisa, kilómetro 43+200 mts de 
la vía que de Pasto conduce a Mojarras, en el que se vio involucrado el 
vehículo de placas TJA-958 adscrito a la empresa TRANSIPIALES S.A., en 
el que viajaba en calidad de pasajero el señor JOSÉ ARLEYO 
MOSQUERA PERALTA, quien perdió la vida.  

 
Al tenor del artículo 193 del C. G. del P., se tiene que, sobre la 

ocurrencia de estos hechos obra en el proceso la confesión de los 
demandados TRANSIPIALES S.A., SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., 
NELI ESTER JIMÉNEZ y URIEL MAURICIO FIGUEROA JIMÉNEZ, 
surtida a través de sus apoderados judiciales al contestar la demanda, 
quienes admitieron la ocurrencia del accidente, aunque no las 
circunstancias de modo en que el mismo se produjo, pues se afirmó que 
entre otras razones, fue la culpa exclusiva de la víctima lo que produjo el 
fatal desenlace al haber desatendido la orden del conductor de ajustarse los 
cinturones de seguridad mientras maniobraba el vehículo sobre el cual 
había perdido el control por una falla en el sistema de frenos, situación que 
provocó que saliera expulsado del vehículo y falleciera.  

                                                           
3 Sentencia S-022 de 22 de febrero de 1999. M.P. Dr. CARLOS ESTEBAN JARAMILLO SCHOLSS. Exp. 
4345. 



  
 

 
Obra también en el expediente, copia del informe de Policia de 

Accidente de Tránsito No. C-000952300 elaborado por el agente EDWIN 
CRUZ, que da cuenta de la ocurrencia del mismo el día 19 de agosto de 
2019 a las 06:20, en el sector del túnel de Peñalisa, kilómetro 43+250 mts 
de la vía que de Pasto conduce a Mojarras, y en el que se advierte que se vio 
involucrado el señor URIEL MAURICIO FIGUEROA JIMÉNEZ como 
conductor del vehículo tipo bus de servicio público de placas TJA-958, de 
propiedad de la señora NELI ESTER JIMÉNEZ, afiliado a la empresa 
TRANSIPIALES S.A. y cuya aseguradora es SBS SGEGUROS 
COLOMBIA S.A.; y finalmente da cuenta de las lesiones que tuvo el 
conductor, de la muerte del señor JOSE ARLEYO MOSQUERA 
PERALTA en su calidad de pasajero del vehículo y de las hipótesis del 
accidente, que obedecieron a una falta de mantenimiento mecánico y a una 
falla de frenos del bus.  

 
Este documento presta pleno valor demostrativo al no haberse 

tachado materialmente por la parte demandada ni objetado su contenido.  
 
Adicionalmente, se encuentra la declaración de la demandante 

SANDRA LILI RAMÍREZ HERRERA, quien además de ser la compañera 
permanente del señor JOSÉ ARLEYO MOSQUERA PERALTA (de acuerdo 
con la sentencia proferida el 7 de diciembre de 2022 por el Juzgado Segundo 
Promiscuo de Familia de Palmira al interior del proceso de Unión Marital de 
Hecho radicado bajo la partida No. 2019-00553), era pasajera del vehículo 
siniestrado, ella narró que desde que el automotor partió de la ciudad de 
Ipiales, tenía fallas en los frenos, afirmación que escuchó del conductor y su 
ayudante por cuanto se encontraba junto con su compañero en los primeros 
asientos del bus, resaltando además la imposibilidad de abrocharse los 
cinturones por cuanto los mismos no tenían el pasador de seguridad, lo cual 
hizo que con el impacto del choque salieran despedidos por el parabrisas del 
carro.  

 
Compareció también ante este Despacho el demandado URIEL 

MAURICIO FIGUEROA, ratificando la ocurrencia del accidente a la hora 
y en el lugar previamente indicados, sucediendo lo mismo con los testigos 
JHON FREDDY HERRERA BARRIENTOS y ZULMA LEUDO 
SEVILLANO, en su calidad de pasajeros en el momento del siniestro.  

 
Finalmente, también reposa en el expediente el registro civil de 

defunción del señor JOSE ARLEYO MOSQUERA PERALTA, que da 
cuenta de su deceso ocurrido el día 19 de agosto de 2019, así como el 



  
 

informe de necropsia elaborado al día siguiente por el Centro de Salud 
Nuestra Señora de Fátima, en el que se registró que la causa de la muerte 
correspondió a un accidente de tránsito debido a un paro cardiorrespiratorio 
por fractura de la base del cráneo, fractura de reja costal, hemorragia subaracnoidea 
que compromete la convergencia de los hemisferios derecho e izquierdo.  

 
De acuerdo con el acervo probatorio antes referido, el hecho 

dañoso - accidente de tránsito y la muerte del señor JOSE ARLEYO 
MOSQUERA PERALTA, primer presupuesto bajo estudio, se encuentra 
legalmente acreditado.   

 
(ii) EL DAÑO:  

El daño civil se define por la doctrina como "la lesión al interés 
ajeno" ó "la lesión a un derecho subjetivo que tenía la víctima en relación con el 
bien lesionado". Es, entonces, el menoscabo o lesión a un interés licito del 
ofendido. Debe ser claro y demostrarse por parte de quien pretende su 
reparación, además de cierto, aunque puede ser pasado, presente o 
futuro, pero referido a algo concreto, generalmente a un bien 
patrimonial o extrapatrimonial que se destruye, se deteriora o modifica. 
Adquirida la convicción de que ese daño ha existido, su cuantificación 
se determinará con los elementos de juicio puestos a disposición del 
Juzgador. 

 
Como se conoce, el daño se clasifica en material y moral y el 

primero a su vez, en daño emergente y lucro cesante, consistiendo el 
primero en la pérdida material producto del hecho dañoso “que salió o saldrá 
del patrimonio de la víctima”'4 y el segundo en la ganancia o provecho que deja 
de percibirse por el mismo hecho. 

 
Así mismo, la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha 

reconocido la existencia de otro perjuicio de naturaleza extrapatrimonial, 
distinto del perjuicio moral, esto es, “el daño a la vida de relación” 
caracterizado por tratarse de un sufrimiento que afecta la esfera externa de 
las personas en relación con sus actividades cotidianas, concretándose en 
una alteración de carácter emocional como consecuencia del daño sufrido 
en el cuerpo o la salud generando la pérdida o mengua de la posibilidad de 
ejecución de actos y actividades que hacían más agradable la vida. Afecta 

                                                           
4 TAMAYO JARAMILLO, JAVIER. TRATADO DE RESPONSABILIDAD CIVIL- TOMO II 2ª ed. 2007. 
LEGIS. Bogotá, 2007 Pag. 474. 



  
 

esencialmente la alteridad con otros sujetos incidiendo negativamente en la 
relación diaria con otras personas.  

 
Al punto, ha de advertirse de entrada, que en la demanda se 

mencionó el daño a la vida de relación y el daño al proyecto de vida como 
dos conceptos distintos a indemnizar; no obstante, ha de advertirse que, de 
acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, que es la que 
rige nuestra jurisdicción, aquellas figuras son idénticas, pues están 
encaminadas a resarcir o compensar todas aquellas alteraciones 
extrapatrimoniales, producto de lesiones corporales, psíquicas o de bienes, 
intereses tutelados que terminan por afectar gravemente el 
desenvolvimiento vital de la víctima en su entorno5; luego, uno y otro 
concepto pretenden amparar las mismas consecuencias negativas en las 
personas, por lo que, se despachará la posibilidad de tomar tales conceptos 
para efectuar un doble análisis y/o condena indemnizatoria.  

 
Aclarado lo anterior, se dijo en la demanda que, con el accidente 

ya demostrado, que ocasionó la muerte del señor JOSE ARLEYO 
MOSQUERA PERALTA, se ocasionaron a los demandantes daños 
patrimoniales y morales, incluyendo el daño a la vida de relación, por lo que 
se pasa a estudiar cada uno de ellos.  

 
 Daños Materiales: 

Se asegura con la demanda que, a raíz de la muerte del señor JOSE 
ARLEYO MOSQUERA PERALTA, ocurrida en el accidente de tránsito 
del 19 de agosto de 2019, su compañera permanente, la demandante 
SANDRA LILI RAMIREZ HERRERA dejó de percibir la suma de 
$828.116 que percibía su pareja en actividades de comercio y en asesorías 
propias de su profesión como ingeniero agrónomo, sumas dinerarias que 
estaban destinadas para sostener su hogar; razón por la cual, se solicitó el 
reconocimiento de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante 
consolidado y futuro.  

 
Respecto de esta clase de perjuicios, la Corte Suprema de Justicia ha 

explicado respecto de su certeza que: 
 
“como una cosa es la prueba del daño, es decir, la de la lesión o 

menoscabo del interés jurídicamente protegido, y otra, distinta, la prueba de 
su intensidad, es lógico que para poder establecer la cuantía del perjuicio, 

                                                           
5 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia SC5686 del 19 de diciembre de 2018. 



  
 

necesariamente debe existir certeza sobre su existencia, para así entrar a 
avaluarlo”6 

 
Mientras que en otra de sus providencias ha expuesto: 
 
 “lo que confiere el derecho para reclamar el pago de perjuicios materiales 

de índole extracontractual, (…), es la dependencia económica del reclamante con 
respecto al extinto, siempre y cuando, claro está, exista certeza de que, dadas 
las circunstancias, la ayuda o socorro habría continuado de no haber 
ocurrido su fallecimiento”7 (Resaltado nuestro). 

 
En el presente asunto se dijo en la demanda que, para la época del 

accidente, el señor JOSE ARLEYO MOSQUERA PERALTA ejercía 
actividades de comercio además de las propias de su profesión como 
ingeniero agrónomo, recibiendo la suma de $828.116 que eran destinados 
para el sostenimiento de su hogar y que a causa de su fallecimiento dejaron 
de percibirse por su compañera permanente, señora SANDRA LILI 
RAMÍREZ HERRERA, quien dependía económicamente de él.  

 
De acuerdo con el acerbo probatorio aportado con la demanda, 

se advierte que, como única prueba de la actividad económica del 
compañero sentimental de la demandante, se aportó copia de su diploma 
como Ingeniero Agrónomo, pero nada se demostró sobre las precisas 
actividades que ejercía, tanto como profesional como comerciante, que le 
generaran los ingresos mencionados; y aunque la señora SANDRA LILI 
RAMÍREZ HERRERA mencionó en su interrogatorio que juntos 
constituyeron una empresa de comunicaciones llamada MUNDO MOVIL 
DEL INGENIERO SAS, dedicada a vender celulares, recargas, o planes de 
internet y telefonía, entre otros servicios, de ello no se mencionó nada en la 
demanda así como tampoco se arribó prueba de su existencia. 

 
Pero si en gracia de discusión, en efecto, tal sociedad existiere, de 

acuerdo con lo manifestado por la accionante, la misma continuó su 
funcionamiento aun después del fallecimiento del señor MOSQUERA 
PERALTA, con lo que el Juzgado puede inferir que no existió ningún daño 
material causado a la accionante, o al menos no habría certeza de su 
cuantificación, pues a pesar de que ella expuso en su interrogatorio que 
después de la muerte de su pareja, los ingresos se redujeron, tampoco pudo 
expresar en cifras tal disminución, pues aseguró que era su esposo quien 
                                                           
6 Casación Civil, sentencia 11001-3103-004-2002-01011-01 de 28 de febrero de 2013. M.P. ARTURO 
SOLARTE RODRÍGUEZ. 
7  (Cas. Civ., sentencia del 7 de diciembre de 2000, expediente 5651; se subraya). 



  
 

administraba los recursos que ingresaban a la empresa, aclarando en todo 
caso que, de ellos él no percibía un salario mínimo.  

 
La demandante dejó claro en su declaración que el sustento tanto 

de ella como de su esposo devenía de la sociedad mencionada, por lo que, 
ante su continuación, no encuentra el Juzgado cómo habría de constituirse 
un daño material en la accionante.  

 
En cuanto a los ingresos que como ingeniero agrónomo recibía el 

señor MOSQUERA PERALTA, la demandante aclaró en su interrogatorio 
que eran pequeños, ocasionales, y muy mínimos, y aunque los tasó en 
aproximadamente $200.000 cada 3 o 4 meses, lo cierto es que de ello no 
existe prueba alguna que respalde su dicho, tanto es así, que la misma 
demandante mencionó que su esposo no llevaba ningún registro porque 
eran muy mínimos.  

 
Se concluye pues de este análisis que, ni el lucro cesante 

consolidado ni futuro pueden configurarse en este caso.  
 
 Daños Morales: 

Los perjuicios morales se refieren a la lesión afectiva de una 
persona ante un hecho que la perjudica. Se habla del dolor sentimental, de 
la afección moral, etc. para señalar un daño o perjuicio no físico y muchas 
veces intangible pero cierto. 

 
Pues bien, frente al caso concreto de los perjuicios padecidos por 

la señora SANDRA LILI RAMÍREZ HERRERA no existe duda alguna para 
el Despacho de su acaecimiento, en primer lugar, porque fue ella quien 
presenció y vivió el accidente ocurrido el 19 de agosto de 2019, así como 
quien ha tenido que soportar la muerte y ausencia de su compañero 
permanente. En el interrogatorio rendido ante este Juzgado en la audiencia 
inicial, explicó cómo afrontó los momentos posteriores a la pérdida de su 
pareja, manifestando que tuvo que acudir a un profesional en psicología 
para menguar su dolor, y aunque de ello tampoco se aportó prueba, el 
Juzgado presenció de viva voz su afectación moral, al manifestar sus 
sentimientos de soledad, porque describió a su esposo como su polo a tierra, 
organizador de las cosas, de los proyectos, de las ideas, el organizador de todo, y en 
sus propias palabras continúo diciendo también que perdió de alguna manera 
el sentido de la vida, sintiéndose desubicada en el mundo, porque perdió su 
bastón, su apoyo, máximo cuando precisó que los dos vivían solos en su 
casa.  



  
 

 
Igual afectación pudo constatar el Juzgado respecto de los demás 

demandantes, señores DANIS MOSQUERA PERALTA y WALTER 
MOSQUERA PERALTA, hermanos del señor JOSE ARLEYO 
MOSQUERA PERALTA con quien sostenían una relación estrecha de 
afecto, amor y cariño; manifestaron de viva voz el dolor que les causó la 
muerte de su hermano, y atribuyeron, además, el suicidio de su madre a 
causa del dolor que sintió al perder a su hijo, deceso que ocurrió 4 meses 
después del accidente. Cada uno expresó cómo el señor JOSE ARLEYO 
MOSQUERA PERALTA propendía por mantenerlos unidos como una 
familia en una sola ciudad.  

 
Por su parte, el padre del occiso, JOSÉ MOSQUERA también 

expuso el dolor que le causó la pérdida de su hijo, así como el amor y el 
cariño que le tenía y la buena relación que ostentaban. 

 
Comparecieron ante este estrado judicial los señores ALBA 

LUCÍA ARROYO y HAROLD PADILLA ROSERO, quienes 
manifestaron ser amigos de los demandantes desde hace varios años; 
refirieron el dolor que la muerte del señor JOSE ARLEYO les causó, 
resaltando en especial que su esposa, la señora LILI RAMÍREZ hasta la 
fecha no supera su ausencia, pues cada vez que recuerda el suceso la nota 
muy triste y rara vez deja de llorar, asimismo, recordaron al fallecido como 
el centro de su familia, pues siempre estaba al tanto de ellos, en particular, 
de sus padres, pues aseguraron que los visitaba a diario, siendo que el 
camino rumbo a su trabajo era paso obligado por el lugar donde sus 
progenitores vivían, por lo que su deceso ha sido más marcado para ellos.  

 
Los testigos también atribuyeron la causa del suicidio de la madre 

del señor JOSÉ ARLEYO a su deceso, pues aseguraron que no soportó la 
tristeza de ese hecho, y 4 meses después, tomó la triste decisión de quitarse 
la vida.  

 
A pesar de que los testimonios referidos fueron tachados por el 

extremo pasivo de la Litis, el Juzgado encuentra que su declaración fue 
conteste y coherente con los hechos narrados en el libelo inicial, así como 
con las demás declaraciones surtidas al interior de la audiencia inicial y de 
la audiencia de instrucción y juzgamiento, aunado a que, no encuentra el 
Despacho otras personas más acertadas para narrar los padecimientos de los 
demandantes a causa de la muerte del señor JOSE ARLEYO, que la de 
aquellos allegados a los ellos desde hace más de 30 años.  

 



  
 

 Daños en la vida de relación: 

 
De acuerdo con el análisis de los interrogatorios y los testimonios 

rendidos ante esta Judicatura, encuentra el Despacho que esta clase de daño 
no se encuentra acreditado en el expediente, puesto que si bien, con cada 
una de las declaraciones rendidas, se advirtió sobre el dolor causado en los 
demandantes por la muerte de su familiar, ello giró en torno a la esfera 
moral o interna de los individuos, pero no se entregó ningún detalle de 
cómo se alteró en ellos sus condiciones de existencia generada por la 
mutación del proyecto de vida; es decir, no se acreditó que se hayan afectado 
sus actividades sociales o cotidianas, o la posibilidad de realizarlas.  

 
Ahora, aunque en particular, la misma demandante LILI 

RAMÍREZ manifestó a este estrado judicial que después de la muerte de su 
compañero dejó de realizar viajes como lo hacían juntos, y esa afirmación 
fue corroborada por el testigo HAROLD PADILLA ROSERO, se resaltó 
con claridad que ello obedeció a la ausencia de recursos económicos -que 
como se vio en precedencia, tampoco se encuentra acreditado-, más no 
propiamente a la muerte del señor JOSE ARLEYO.  

 
Valgan entonces estas consideraciones para negar la acreditación 

del daño en estudio.  
 
(iv) RELACIÓN DE CAUSALIDAD 
 
Dentro del régimen probatorio aplicable al caso, por encontrarnos 

frente al ejercicio de una actividad peligrosa, debe establecerse si existe un 
vínculo causal entre el hecho dañoso (causa) y el daño sufrido por quien 
demanda (efecto). 

 
De acuerdo con las consideraciones realizadas, dicha relación se 

deduce sin mayor esfuerzo, pues de acuerdo con los medios probatorios 
citados y analizados a lo largo de esta sentencia, se demostró que los daños 
sufridos en los demandantes tuvieron su origen en el accidente de tránsito 
ocurrido el 19 de agosto de 2019 con ocasión de la culpa del conductor del 
bus de servicio público de placas TJA-958, señor URIEL MAURICIO 
FIGUEROA JIMÉNEZ. 

 
Se encuentran así, acreditados todos los supuestos de la 

responsabilidad civil reclamada, haciendo procedentes las pretensiones de 



  
 

la demanda, pero imponiendo también el estudio de las excepciones 
formuladas por los demandados y/o llamados en garantía. 

 
5. EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 
Frente al ejercicio de la acción, todo demandado tiene la facultad 

de ejercer su derecho de contradicción. Aquí, los demandados, a través de 
sus apoderados formularon sendas excepciones de mérito con el fin de 
enervar las pretensiones de la demanda, las mismas que el Juzgado, al 
fundarse en similares argumentos, se permitirá compilar y analizar de la 
siguiente manera: 

 
5.1 INEXISTENCIA DEL DERECHO / FALTA DE NEXO 

CAUSASL / FALTA DE PRUEBA DEL DAÑO CAUSADO/ 
INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL ENTRE EL DAÑO ALEGADO Y LA 
CONDUCTA DEL DEMANDADO / INEXISTENCIA QUE 
ESTRUCTUREN LA RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL 

 
Fundadas en que en el presente asunto no se encuentran 

cumplidos los requisitos axiológicos de la acción aquí intentada, 
manifestándose por demás, que no existe prueba alguna de que los 
demandados hayan cometido ninguna acción u omisión que le haya 
causado un daño a los demandantes; así como también se expuso que, los 
demandantes no demostraron la existencia del daño y la relación de 
causalidad entre éste y la conducta del autor.  

 
Para resolver estas excepciones, el Juzgado debe remitirse al 

análisis que realizó en precedencia a los elementos de la acción de 
responsabilidad civil extracontractual, siendo lo propio declarar su fracaso, 
sin que esté por demás reiterar que, en estos casos, en los que se ejerció una 
actividad peligrosa como la conducción de un vehículo automotor, se parte 
de la culpa presunta de quien está ejerciendo esa actividad; luego, era a la 
parte demandada a quien le correspondía demostrar algún eximente de 
responsabilidad para romper el nexo de causalidad entre el hecho y el daño, 
situación que no se logró por el extremo pasivo de la litis.   

 
5.2. CAUSA EXTRAÑA - FUERZA MAYOR / CAUSA 

EXTRAÑA (CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR / CAUSA EXTRAÑA 
(HECHO EXCLUSIVO DE LA VÍCTIMA) / CAUSA EXTRAÑA COMO 
EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD /  

 



  
 

Se expuso que en el expediente obra el certificado de revisión 
tecno mecánica anual del automotor comprometido en este asunto, por lo 
que se aseguró que no tiene asiento argumentativo factico ni jurídico el 
expuesto por la parte demandante al indicar que el daño se originó por la 
omisión o la falta de revisión tecno mecánica del vehículo; máxime, cuando 
apelando a las reglas de la experiencia y la sana critica se tiene que este tipo 
de vehículos tipo bus que a diario circulan por las carreteras del país, están 
cotidianamente expuestos a la exigencia de tal certificación; por tanto, el 
evento de fuerza mayor que contrae el accidente y específicamente al daño 
como lo ha establecido la demandante; esto es, la muerte del señor JOSE 
ARLEYO MOSQUERA PERALTA (qepd) resultan de causa extraña la cual 
es un eximente de responsabilidad.  

 
Se precisó que la falla en el sistema de frenos obedeció a una 

fuerza mayor o caso fortuito, lo que obligó al conductor del vehículo a 
realizar maniobras para chocar el vehículo contra una peña y así evitar una 
tragedia mayor, pero fue en todo caso un hecho ajeno al conductor del 
vehículo.  

 
Se añadió que la culpa del deceso del señor MOSQUERA 

PERALTA obedeció a su propia incuria, pues desatendió la orden del 
conductor de permanecer en su asiento con el cinturón de seguridad 
abrochado para evitar que saliera expulsado del vehículo; no obstante, se 
aseguró que la víctima desatendió ese llamado, se levantó del asiento 
tratando de buscar la forma de saltar del rodante, razón por la cual, en el 
momento en que iba a saltar se produjo el choque final que lo expulsó del 
carro.  

 
De las afirmaciones expuestas por la defensa, el Juzgado no 

encuentra ningún sustento probatorio que desvirtúe la presunción de 
culpabilidad que recae sobre la parte demandada en el ejercicio de la 
conducción como actividad peligrosa, por lo que se itera que, dicho 
argumento está llamado al fracaso.  

 
Ahora, una falla mecánica como la de frenos, aceptada por la 

parte pasiva de la litis, tampoco puede ser constitutiva de una causa extraña 
que la exima de responsabilidad, pues basta jurisprudencia existe al punto 
de explicar que:  

 
“Sobre este último aspecto, conviene acotar —y de paso reiterar— que un 

hecho solo puede ser calificado como fuerza mayor o caso fortuito, es lo ordinario, si 
tiene su origen en una actividad exógena a la que despliega el agente a quien se 



  
 

imputa un daño, por lo que no puede considerarse como tal, en forma apodíctica, el 
acontecimiento que tiene su manantial en la conducta que aquel ejecuta o de la que 
es responsable. Por eso, entonces, si una persona desarrolla en forma empresarial y 
profesional una actividad calificable como “peligrosa”, de la cual, además, deriva 
provecho económico, por ejemplo la sistemática conducción de automotores de 
servicio público, no puede, por regla general y salvo casos muy particulares, invocar 
las fallas mecánicas, por súbitas que en efecto sean, como constitutivas de fuerza 
mayor, en orden a edificar una causa extraña y, por esa vía, excusar su 
responsabilidad. Con otras palabras, quien pretenda obtener ganancia o utilidad del 
aprovechamiento organizado y permanente de una actividad riesgosa, esto es, de una 
empresa que utiliza de manera frecuente bienes cuya acción genera cierto peligro a 
terceros, no puede aspirar a que las anomalías que presenten los bienes utilizados con 
ese propósito, inexorablemente le sirvan como argumento para eludir la 
responsabilidad civil en que pueda incurrir por daños causados, sin perjuicio, claro 
está, de que en casos muy especiales pueda configurarse un arquetípico hecho de 
fuerza mayor que, in radice, fracture el vínculo de causalidad entre la actividad 
desplegada y el perjuicio ocasionado. Pero es claro que, en línea de principio rector, 
tratándose del transporte empresarial de personas y de cosas, los defectos mecánicos 
son inherentes a la actividad de conducción y al objeto que el conductor —y el 
guardián empresario— tienen bajo su cuidado, lo que descarta, en general, su 
apreciación como inequívoco evento de fuerza mayor o caso fortuito...”8 

 
De acuerdo con lo esbozado entonces, mal podría el Juzgado 

atender la falla en el sistema de frenos como una causa extraña que exima 
de responsabilidad a la parte pasiva de la litis, pues como se vio, esa 
situación es inherente a la conducción de automotores, sin que, por tanto, 
se trate de un hecho externo, pues en todo caso, no resulta ajena a la 
peligrosa actividad desplegada.  

Finalmente, tampoco existe certeza de que la víctima del 
accidente haya desatendido alguna orden del conductor, omitiendo 
abrochar su cinturón de seguridad, o parándose de su asiento, provocando 
en consecuencia su expulsión del vehículo, pues comparecieron a la 
audiencia de instrucción y juzgamiento, los señores ZULMA LEUDO 
SEVILLANO y JHON FREDDY HERRERA BARRIENTOS, pasajeros del 
bus en el momento del accidente, quienes coincidieron en manifestar que 
cuando sucedieron los hechos iban dormidos.  

 
Ahora, la primera declarante, frente a la pregunta del Despacho, 

referida a si se percató que los pasajeros se pusieron su cinturón, manifestó: 
“mira, no sé, la verdad uno en medio del azare o del estrés no sé cuántas personas 

                                                           
8 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia SC17723-20166 del 7 de diciembre de 2016.  



  
 

de pronto hayan tomado la prevención de colocarse el cinturón porque pues tú sabes 
que eso en un momentico todo el mundo entra en caos, en gritos, o sea la gente 
realmente ante una situación de esas no sabe cómo va a reaccionar” y cuando se 
le indagó sobre la reacción de la víctima a la hora del accidente, precisó que 
“de hecho él se paró, en el momento en que dicen que nos coloquemos el cinturón y 
todo eso, todo el mundo empieza a gritar que qué pasa, sí?, él se paró, y yo creo que 
de pronto en medio de los nervios, de pronto eso fue lo que sucedió, que se paró y 
pues en ese momento en el que se para, es donde pues el bus choca y lamentablemente 
señor juez, salió disparado, que es como la única persona que sale disparada del 
bus…”; no obstante dicha respuesta, cuando el Juzgado le indagó sobre el 
lugar en el que se encontraba el señor JOSE ARLEYO, confusamente 
indicó que creía que se encontraba en la parte de adelante del bus.    

 
Por su parte, el segundo testigo presencial del accidente, tan solo 

pudo dar cuenta de la instrucción que se les impartió durante la falla de 
frenos, consistente en que se aseguraran, pero afirmó que no podría decir 
con precisión en qué asiento del bus viajaba el señor JOSE ARLEYO, ni 
mucho menos si se levantó de su puesto cuando todo sucedió, pues además 
de que él iba dormido, manifestó que todo pasó muy rápido.    

 
Encuentra el Juzgado de las narraciones citadas que, aunque una 

de las declarantes aseguró que la víctima se levantó de su asiento, 
seguidamente precisó que en el momento del accidente lo único que hizo 
fue tomarse fuerte de su asiento delantero y orar; más ni siquiera pudo 
ratificar en qué lugar del bus iba el señor JOSE ARLEYO, tan solo indicó 
que iba en el lado derecho del rodante.  

 
Pero si en gracia de discusión, el Juzgado adoptara con certeza la 

reacción de la que se acusa a la víctima, no podría inferirse que ello haya 
sido un punto determinante de su muerte, pues recuérdese que su esposa, 
la aquí demandante iba justo a su lado en el bus y aun cuando permaneció 
sentada en el momento del siniestro, también salió despedida por el 
parabrisas, sin que el desenlace hubiese sido fatal como en el caso del señor 
JOSE ARLEYO.  

 
No existe ninguna prueba pericial por parte de la pasiva, que 

permita concluir al Juzgado que la supuesta reacción en estudio haya sido 
la que desencadenó su muerte, más es innegable que, la guarda y 
mantenimiento del vehículo se encontraba a cargo de la parte demandada 
y aun cuando se argumentó que al mismo se le habían practicado todas las 
adecuaciones del caso, la falla en el sistema de frenos continúa siendo una 



  
 

condición inherente a la actividad peligrosa de la conducción que ocurrió 
y que debe ser soportada por ese extremo litigioso.    

 
Valgan pues estas consideraciones, para negar las excepciones 

referidas. 
 
5.3. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA 

/ INEXISTENCIA DE PRUEBA QUE ACREDITE LA SUPUESTA UNIÓN 
MARITAL DE HECHO DE LA SEÑORA SANDRA LILI RAMÍREZ 
HERRERA Y EL FALLECIDO.  

 
De acuerdo con la mención realizada en precedencia por este 

Despacho, estas excepciones están llamadas al fracaso, pues se solicitó como 
prueba trasladada la copia del proceso de Unión Marital de Hecho radicado 
bajo la partida No. 2019-00553 ante el Juzgado Segundo Promiscuo de 
Familia de Palmira, en el que se dio cuenta de la decisión proferida el 7 de 
diciembre de 2022, por medio de la cual se declaró a la aquí demandante, 
señora LILI RAMÍREZ HERRERA compañera permanente del señor JOSÉ 
ARLEYO MOSQUERA PERALTA, por lo que su legitimación se encuentra 
más que demostrada en este escenario procesal.  

 
5.3. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
Soportada en que el verdadero conductor del vehículo objeto del 

accidente de tránsito no era el demandado URIEL MAURICIO 
FIGUEROA, quien viajaba como copiloto, sino el señor HAROLD 
STEVEN MAYA NOGUERA, para su demostración se aportó con la 
contestación de la demanda emitida por los demandados URIEL y NELI 
una entrevista rendida el 21 de febrero de 2020, ante policía judicial por el 
señor HAROLD STEVEN MAYA NOGUERA, quien a pesar de que fue 
señalado como conductor del automotor, en el relato describió 
confusamente que, una vez se presentó la falla de los frenos, le pasó la 
conducción del vehículo a su compañero, porque él es el conductor y el dueño 
del carro.  

 
Esta declaración puede ser aclarada con el informe de Accidente 

de Tránsito No. C-000952300 elaborado por el agente de policía EDWIN 
CRUZ, con el que se puede constatar que el demandado URIEL 
MAURICIO FIGUEROA sí era quien conducía el rodante en el momento 
de los hechos; pero como si ello fuera poco, ese  informe fue corroborado 
por el propio demandado URIEL MAURICIO FIGUEROA, quien en su 
interrogatorio de parte, bajo la gravedad de juramento, se reconoció como 



  
 

el motorista del vehículo en el preciso momento del accidente, aclarando 
que fue cuando se presentó la falla mecánica, que el señor HAROLD 
STEVEN MAYA NOGUERA le entregó la conducción del rodante para 
que afrontara esa situación, narrando como hizo lo humanamente posible 
para maniobrar el rodante chocándolo contra la peña, y  evitando así una 
tragedia mayor, así como narró que fue él quien quedó atrapado entre el 
volante y el asiento del conductor después del impacto.  

  
Por lo expuesto, es evidente que la excepción en comento no 

tiene vocación de prosperidad.  
 
5.4. EL LUCRO CESANTE SOLICITADO POR LA SEÑORA 

SANDRA LILI RAMÍREZ HERRERA ES IMPROCEDENTE  
 
Soportada en que la demandante pertenece al régimen 

contributivo en salud, así como se encuentra afiliada a pensión y riesgos 
laborales, deduciéndose que cuenta con un trabajo y que su dependencia 
económica no devenía de su pareja.  

 
A pesar de que el lucro cesante solicitado por la parte 

demandante fue negado por esta Judicatura, las razones por las cuales se 
tomó esa decisión fueron distintas a las esbozadas por la parte demandada, 
por lo que no habrá lugar a declarar próspera esta excepción.  

 
5.5. FALTA DE DEMOSTRACIÓN DE PERJUICIOS EN 

JURAMENTO ESTIMATORIO 
 
Tal como se decidió en auto del 1º de marzo de 2022, esta 

excepción debió enfilarse como una objeción al juramento estimatorio, no 
como una excepción, por lo que no tendrá eco como medio de defensa.  

 
5.6. EL INFORME POLICIAL DE ACCIDENTES DE 

TRÁNSITO DEBE SER VALORADO EN CONJUNTO CON LAS 
DEMÁS PRUEBAS QUE SE PRACTIQUEN DENTRO DEL 
PROCESO. 

 
Soportada en que, el hecho de que la parte actora haya aportado 

este informe como prueba documental, no quiere decir que se encuentre 
probada la supuesta responsabilidad del conductor del vehículo de placa 
TJA-598, toda vez que se debe verificar que el mismo haya sido suscrito con 
base en las pautas establecidas en la Resolución 0011268 de 2012; y 
adicional a ello, deberá ser valorado en conjunto con las demás pruebas 



  
 

que se aporten y se practiquen en la etapa probatoria del proceso, con base 
en un proceso hermenéutico, que consiste en interpretar la información 
suministrada a la luz del contexto dado por las reglas de la experiencia, pues 
los instrumentos legales son un medio para alcanzar la verdad de los hechos 
que interesan al proceso y esta función solo se materializa mediante 
procesos lógicos, epistemológicos, semánticos y hermenéuticos, que debe 
realizar el Juez, sin limitar su el análisis de su decisión a un única prueba. 

 
El Juzgado, ha de despachar negativamente este medio exceptivo, 

y para ello ha de remitirse a la carga de la prueba que recaía sobre la parte 
demandada respecto del elemento culpa como presupuesto de la acción 
aquí intentada, a la que ya se ha hecho referencia en varios apartes de esta 
sentencia, por lo que son esos mismos razonamientos los que han de ser 
retomados para negar la excepción; sin que ello sea óbice para precisar que, 
la forma en que se levanta un informe de accidente de tránsito está regulado 
por las resoluciones 4040 de 2004 y 11268 de 2012, expedidas por el 
Ministerio de transporte. El artículo 4 de la Resolución 4040 de 2004, 
establece que el informe policial de accidente de tránsito no puede ser 
modificado por la autoridad competente, una vez aquel sea elaborado 
(integridad del informe); mientras que el artículo 5 de la Resolución 4040 
de 2004 consagra que el Ministerio de Transporte deberá elaborar y 
adoptar un manual técnico para el diligenciamiento. 
  

Dicho manual fue adoptado mediante la Resolución 11268 de 
2012 del Ministerio de Transporte. En la consideración tercera de la 
Resolución 11268 de 2012 se manifiesta que la función del Registro 
nacional de accidentes de tránsito (RANT), alimentada por los informes 
policiales de accidentes de tránsito, es constituir una herramienta que 
permita identificar claramente las hipótesis de las causas de 
accidentalidad.  

 
En el manual, por su parte, se indica que el informe policial de 

accidente de tránsito puede hacer parte de un proceso judicial para 
determinar la responsabilidad civil o penal.  

 
El marco normativo y el manual permiten establecer que el 

informe policial de accidente de tránsito es un informe descriptivo. 
Asimismo, el hecho de que el manual del diligenciamiento entienda que el 
informe policial de accidente de tránsito puede hacer parte de un proceso, 
implica que aquel debe ser considerado como un material probatorio, el 
cual se revisa en conjunto con otras pruebas. 

  



  
 

La anterior afirmación puede verse en la praxis de la Corte 
Suprema de Justicia, quien ha venido sostenido que no existe errores al 
considerar el informe policial de accidente de tránsito como prueba, cuando 
aquel es analizado a través de una lógica basada en las reglas de experiencia9. 
Y es que así se efectuó por este estrado judicial a lo largo de esta sentencia, 
considerándolo como un informe de tipo descriptivo, el mismo que, 
analizado en conjunto con las demás pruebas y reglas sobre la carga de la 
prueba, permitió al Juzgado inferir razonadamente que las hipótesis allí 
establecidas coinciden con lo que en la realidad ocurrió el 19 de agosto de 
2019.  

 
Valgan entonces estas consideraciones para negar las excepciones 

estudiadas.  
 
5.7. INNOMINADA  
 
No encuentra el Despacho ninguna excepción que pueda y deba 

declararse de oficio al interior del presente asunto.  
 
6. LLAMAMIENTO EN GARANTÍA DE TRANSIPIALES S.A. 

A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. 
 
La demandada TRANSIPIALES S.A., llamó en garantía a la 

también demandada SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., afirmando en los 
términos del artículo 64 del C. G. del P. que, tenía el derecho contractual a 
exigir de esa entidad la indemnización de los perjuicios que tuviere que 
llegar a asumir por cuenta del presente proceso, ello por cuanto para la 
época de los hechos tenía vigente un contrato de seguro, cobijado con la 
póliza de responsabilidad civil contractual No. 1000113 y la póliza de 
responsabilidad civil extracontractual en exceso No. 1000294, las cuales 
obran como anexo del escrito de llamamiento y su contestación.  

 
El artículo 64 del C. G. del P., establece: 
 
“Quien afirme tener derecho legal o contractual a exigir de otro la 

indemnización del perjuicio que llegare a sufrir o el reembolso total o parcial del pago 
que tuviere que hacer como resultado de la sentencia que se dicte en el proceso que 
promueva o se le promueva, o quien de acuerdo con la ley sustancial tenga derecho 
al saneamiento por evicción, podrá pedir, en la demanda o dentro del término para 
contestarla, que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación.” 
                                                           
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 23 de junio de 2015. Expediente SC-1978-
2015. MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez.  



  
 

 
 La referida póliza No. 1000294 de responsabilidad civil 

extracontractual para vehículo, vigente para cuando ocurrieron los hechos 
que comprende el proceso, amparaba:   

 
“… INDEMNIZAR O REEMBOLSAR AL ASEGURADO LAS 

SUMAS POR LAS CUALES SEA CIVILMENTE RESPONSABLE, 
MEDIANTE SENTENCIA JUDICIAL DEBIDAMENTE EJECUTORIADA 
O MEDIANTE ACUERDO O TRANSACCIÓN AUTORIZADA DE MODO 
EXPRESO POR SBS COLOMBIA, POR HECHOS EN QUE INCURRA EL 
ASEGURADO A CONSECUENCIA DE UN ACCIDENTE O SERIE DE 
ACCIDENTES EMANADOS DE UN SOLO EVENTO SÚBITO E 
IMPREVISTO OCASIONADO CON EL VEHÍCULO, DURANTE LA 
VIGENCIA DE ESTE SEGURO, QUE CONSTITUYA 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL EN CABEZA DEL 
ASEGURADO, SEGÚN APAREZCA CLARAMENTE DETERMINADO EN 
EL “CUADRO DE DECLARACIONES” DE LA PRESENTE PÓLIZA, 
DERIVADA DEL TRANSPORTE TERRESTRE AUTOMOTOR DE 
PASAJEROS, DE ACUERDO CON LO ESTIPULADO EN LAS 
DISPOSICIONES LEGALES VIGENTES EN LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA, ASÍ: 

 
1.1.1. RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL: 

MUERTE, LESIONES PERSONALES Y/O DAÑOS EN LOS BIENES 
MATERIALES CAUSADOS A TERCEROS NO TRANSPORTADOS.” 

 
Como puede advertirse del extracto transcrito, el contrato de 

seguro cuya póliza era la No. 1000294, cubría los perjuicios causados con el 
vehículo de placas TJA-958, razón suficiente para que el llamamiento 
proceda y se imponga a la llamada la obligación de reembolsar el dinero que 
la demandada TRANSIPIALES S.A. deberá pagar como indemnización por 
los daños ocasionados a la parte demandante.   

 
7. EXCEPCIONES FRENTE AL LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA DE TRANSIPIALES S.A. A SBS SEGUROS COLOMBIA 
S.A. 

 
7.1. INEXISTENCIA DE COBERTURA DE LA PÓLIZA DE 

SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 
PARA VEHÍCULOS No. 1000294 

 



  
 

Se precisó que la póliza en mención no ofrece cobertura para el 
accidente de tránsito relacionado en la presente demanda, pues su objeto 
era amparar la muerte, lesiones o daños causados a terceros no 
transportados, y en este caso, los demandantes pretenden la indemnización 
de los perjuicios reclamados por las lesiones de un pasajero del vehículo 
asegurado, riesgo expresamente excluido de la cobertura del contrato de 
seguro.  

 
Ha de indicarse de entrada que esta excepción no ha de prosperar, 

pues los demandantes no están pretendiendo en este caso ninguna 
indemnización por las lesiones del pasajero, señor JOSE ARLEYO, sino 
que, en su calidad de terceros, pretenden que se les indemnice sus propios 
perjuicios ocasionados por la muerte de su familiar que viajaba en el 
vehículo asegurado; de ahí que, claramente la primera cláusula de la póliza 
de seguro, indique que su objeto sea indemnizar o reembolsar las sumas de 
dinero por las cuales sea civilmente responsable el asegurado a causa de 
daños a terceros no transportados, ello derivado del transporte terrestre 
automotor de pasajeros.   

 
7.2. DE CUALQUIER MODO, EN EL PRESENTE CASO NO 

EXISTE OBLIGACIÓN INDEMNIZATORIA ALGUNA A CARGO DE SBS 
SEGUROS COLOMBIA S.A. POR LA NO REALIZACIÓN DEL RIESGO 
ASEGURADO. 

 
Referida esta excepción a que solo puede haber obligación de 

indemnizar por parte de la compañía aseguradora cuando se haya 
ocasionado un daño o detrimento patrimonial, y en este caso se indicó que 
no se encuentra acreditada la existencia de responsabilidad en cabeza del 
conductor del vehículo asegurado. 

 
Al punto el Despacho ha de indicar que, de acuerdo con lo 

analizado en precedencia, la responsabilidad de los demandados se 
encontró acreditada, por lo que se remite a los argumentos esbozados en ese 
sentido para negar esta excepción.  

 
7.3. EL LÍMITE ASEGURADO PACTADO EN LA PÓLIZA DE 

SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL NO. 
1000113 ANEXO 0, CORRESPONDE A 60 SMLMV, QUE PARA LA 
FECHA DEL ACCIDENTE EQUIVALE A LA SUMA DE $49.686.960; Y, 
EN EL CONTRATO DE SEGURO DOCUMENTADO EN LA PÓLIZA DE 
SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL NO. 



  
 

1000113 ANEXO 0, SE PACTÓ UN DEDUCIBLE QUE SE ENCUENTRA 
A CARGO DEL ASEGURADO. 

 
La llamada solicitó que, se tenga en cuenta que, el valor asegurado 

para el amparo de “MUERTE ACCIDENTAL” corresponde al equivalente 
a la suma de 60 SMMLV, el cual determina el límite máximo de la 
responsabilidad de la aseguradora por pasajero; y así mismo se destacó que 
se debe considerar el deducible pactado en el contrato de seguro, que debe 
ser asumido por el asegurado, y que para el caso de “MUERTE 
ACCIDENTAL” corresponde al 20% del valor de la pérdida y un mínimo 
de $10.000.000 

 
Además de que los argumentos esgrimidos por la aseguradora no 

se configuran en una excepción como tal, pues no tienen el alcance de 
enervar las pretensiones del llamamiento en garantía o de la demanda, debe 
advertirse -como se dijo en precedencia- que la póliza de responsabilidad 
civil contractual no es la que ha de activarse en este caso, motivos suficientes 
para que el Juzgado deseche estos razonamientos.  

 
7.4. EL CONTRATO ES LEY PARA LAS PARTES 
 
Fundada en que la posibilidad de que surja responsabilidad de la 

aseguradora depende estrictamente de las diversas estipulaciones 
contractuales, ya que su cobertura exclusivamente se refiere a los riesgos 
asumidos, según esas condiciones y no a cualquier evento, ni a cualquier 
riesgo que no haya sido previsto convencionalmente, o excluido de amparo. 

 
El Despacho considera que lo afirmado por la aseguradora 

corresponde a una serie de conceptos generales que no pretenden enervar 
las pretensiones del llamamiento en garantía, razón por la cual, no será 
considerada como una excepción.  

 
7.5. GENÉRICA O INNOMINADA  
 
No encuentra el Despacho ninguna excepción que pueda y deba 

declararse de oficio al interior del presente asunto.  
 
8. LLAMAMIENTO EN GARANTÍA DE TRANSIPIALES S.A. 

A NELI ESTER JIMÉNEZ  
 
La demandada TRANSIPIALES S.A., llamó en garantía a la 

también demandada NELI ESTER JIMÉNEZ, afirmando en los términos 



  
 

del artículo 64 del C. G. del P. que, tenía el derecho contractual a exigir de 
ella la indemnización de los perjuicios que tuviere que llegar a asumir por 
cuenta del presente proceso, ello por cuanto se celebró un contrato de 
vinculación de vehículo No. 0163 en el que se estipuló que el contratista 
está obligado a responder por las indemnizaciones de índole contractual y 
extracontractual a que hubiese lugar en caso de siniestros, pagando el 83% 
del valor de la conciliación y/o condena correspondiente.  

 
El artículo 64 del C. G. del P., establece: 
 

“Quien afirme tener derecho legal o contractual a exigir de otro la 
indemnización del perjuicio que llegare a sufrir o el reembolso total o parcial 
del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia que se dicte en el 
proceso que promueva o se le promueva, o quien de acuerdo con la ley sustancial 
tenga derecho al saneamiento por evicción, podrá pedir, en la demanda o dentro 
del término para contestarla, que en el mismo proceso se resuelva sobre tal 
relación.” 

 
Como puede advertirse del extracto transcrito, el contrato No. 

0163 de vinculación del vehículo No. 2043 PLACA TJA-958, suscrito entre 
TRANSIPIALES como EMPRESA afiliadora y la señora NELI ESTER 
JIMÉNEZ como CONTRATISTA y propietaria del automotor, se tiene que 
ella se comprometió según la cláusula 5.3. a responder por las indemnizaciones 
de índole contractual y extracontractual a que hubiese lugar en caso de siniestros 
pagando el ochenta y tres por ciento (83%) y (75%) de las diversas condiciones 
pactadas relacionadas al transporte del valor del acuerdo, conciliación y/o condena 
correspondiente con su patrimonio…” 

 
Pues bien, con el fin de determinar sobre la procedencia de este 

llamamiento en garantía, no puede echar de menos el Juzgado el principio 
legal de la responsabilidad solidaria en el transporte público que rige esta 
clase de asuntos, pues a través de él se establece la obligación conjunta y 
compartida entre las empresas transportadoras y los propietarios, 
poseedores o tenedores de vehículos automotores de servicio público; y no 
es para menos, pues tanto unos como otros obtienen un beneficio 
económico del ejercicio de la actividad de conducción, ello sin mencionar 
que las dos partes son guardianes de esa actividad y garantes de la prestación 
adecuada y segura del servicio público.  

 
Este principio, no es más que el compendio de un marco 

normativo que revela la solidaridad de la empresa que contrata el servicio 
de transporte público; verbigracia, el artículo 991 del Código de Comercio, 



  
 

la Ley 105 de 1993 o la Ley 769 de 2002, pero para el asunto de marras vale 
citar con mayor precisión el artículo 992 del Código de Comercio, pues en 
su inciso final dispone:  

 
“Las cláusulas del contrato que impliquen la exoneración total o parcial 

por parte del transportador de sus obligaciones o responsabilidades, no producirán 
efectos” (Destaca el Juzgado).  

En un asunto similar, en el que la empresa, con base en una 
cláusula contractual, pretendía relevarse de responsabilidad frente al 
propietario de un tracto camión que originó un accidente vial, la Corte 
Suprema de Justicia explicó:  

 
“Sin embargo, la Sala bien pronto colige que estas alegaciones no dan 

lugar a desvirtuar la condición de guardiana citada, a pesar de ser ciertas, porque 
un pacto en tal sentido, celebrado entre el propietario del vehículo y la empresa que 
lo vincula, no configura causa que desvirtúe la guarda de que se trata.  

 
La posición de guardián de la actividad desarrollada con un rodante 

causante de daños en accidente de tránsito se predica de las empresas de transporte, 
entre otras personas, «no sólo porque obtienen aprovechamiento económico como 
consecuencia del servicio que prestan con los automotores así vinculados sino debido 
a que, por la misma autorización que le confiere el Estado para operar la actividad, 
pública por demás, son quienes de ordinario ejercen sobre el automotor un poder 
efectivo de dirección y control, dada la calidad que de tenedoras legítimas adquieren 
a raíz de la afiliación convenida con el propietario o poseedor del bien, al punto que, 
por ese mismo poder que desarrollan, son las que determinan las líneas o rutas que 
debe servir cada uno de sus vehículos, así como las sanciones a imponer ante el 
incumplimiento o la prestación irregular del servicio, al tiempo que asumen la tarea 
de verificar que la actividad se ejecute previa la reunión integral de los distintos 
documentos que para el efecto exige el ordenamiento jurídico y las condiciones 
mecánicas y técnicas mediante las cuales el parque automotor a su cargo debe 
disponerse al mercado.» 

 
Y después de explicar un sinnúmero de beneficios que la empresa 

transportadora obtiene, al Sala concluyó:  
 
Con otras palabras, mientras un vehículo se encuentre vinculado a una 

sociedad transportadora a raíz de un convenio suscrito en tal sentido con su 
propietario, aquella no podrá exonerarse de la responsabilidad extracontractual como 
la auscultada en el subjudice, aduciendo haber pactado con este que la 
administración, control y, en general, disposición del rodante no estaría en cabeza 
del ente social sino del dueño del vehículo; alianza en ese sentido es contraria a su 



  
 

propósito, como es la entrega del bien a una empresa dedicada al ramo del transporte 
público, máxime si el artículo 13 de la ley 336 de 1996, aludiendo a la autorización 
que otorga el Estado para prestar el servicio público de transporte, prevé que «[l]a 
habilitación es intransferible a cualquier título. En consecuencia, los beneficiarios de 
la misma no podrán celebrar o ejecutar acto alguno que, de cualquier manera, 
implique que la actividad transportadora se desarrolle por persona diferente a la que 
inicialmente le fue concedida, salvo los derechos sucesorales.»10  

 
Sigue de lo anterior que, mal podría el Juzgado avalar una cláusula 

contractual pactada entre la empresa TRANSIPIALES S.A. y la propietaria 
del vehículo, señora NELI ESTER JIMÉNEZ, a través de la cual ella deba 
pagar total o parcialmente una indemnización por los perjuicios que deben 
ser soportados conjuntamente, pues como se vio, ese pacto en tal sentido es 
inadmisible, no puede producir efecto alguno entre las partes; y es que no 
es para menos, pues ello implicaría romper la solidaridad legal que en 
materia de responsabilidad civil por accidente de tránsito les asiste, 
menguando además, la posibilidad que tienen las víctimas o perjudicados 
de un siniestro de recibir una efectiva indemnización por los daños 
ocasionados.  

 
Lo anterior permite dejar sobre la mesa al Despacho, la forma 

como la empresa a través de un formato pre-elaborado de un contrato de 
afiliación de un vehículo automotor, intenta endilgar la responsabilidad al 
propietario del bien de aquellas situaciones o indemnizaciones que son 
también de su incumbencia por ser guardiana de la cosa, considerándose 
que la cláusula que en este caso se convino es a todas luces abusiva y 
desequilibrada, pues mientras la empresa transportadora ha venido 
obteniendo un provecho económico del vehículo, pretendió trasladar todos 
o gran parte de los riesgos a su propietario.   

 
Valgan pues estas consideraciones para negar el llamamiento en 

garantía formulado.  
 

9. EXCEPCIONES DE MÉRITO DEL LLAMAMIENTO EN 
GARANTÍA DE TRANSIPIALES S.A. A NELI ESTER JIMÉNEZ  

 
9.1 INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO  
 
Fundada en que, para que se presenta la obligación de la llamada 

en garantía, debe existir un contrato claro y se debe acreditar entre otros 

                                                           
10 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia SC1084 del 5 de abril de 2021.  



  
 

requisitos, un incumplimiento contractual, un nexo o relación de causa y 
efecto entre el hecho y su resultado, la generación de un daño o perjuicio 
que sea reparable y cuantificable, y se precisó que en este caso, la muerte de 
la víctima ocurrió por su conducta en el momento del accidente.  

 
Además de que estos razonamientos no están enfilados a 

menoscabar las pretensiones del llamamiento en garantía como tal, debe 
advertirse que los mismos ya han sido tratados con suficiencia en esta 
decisión judicial, por lo que el Despacho se remite al análisis efectuado en 
precedencia para negar la excepción formulada.  

 
9.2. FALTA DE COBERTURA CONTRACTUAL 
 
Se indicó que, para que el contrato aludido por la llamante en 

garantía pueda aplicarse, debe cumplirse con la condición allí impuesta, 
esto es, que debe mediar autorización del contratista en caso de transacción 
y/o conciliación a la empresa, evento que indicó, no se cumple en este caso.  

 
Este apartado de la cláusula contractual no podría ser aplicado al 

presente asunto, pues es evidente que lo que la empresa transportadora 
pretendía aplicar es la cobertura por parte de la propietaria del rodante del 
85% de la condena aquí impuesta, más no la del 75%, que según el 
clausulado se habría presentado de haberse pactado algún valor a través de 
una transacción y/o conciliación, de ahí que, los razonamientos del 
profesional del derecho no estén llamados a prosperar.  

 
9.3 AUSENCIA DE SOLIDARIDAD ENTRE LA LLAMADA EN 

GARANTÍA Y EL DEMANDADO TRANSIPIALES  
 
Fundada en el sentido mismo de su titulación, el Juzgado ha de 

negar este medio exceptivo, pues como se vio en precedencia, la solidaridad 
entre la empresa de transporte y la propietaria del vehículo en un accidente 
de tránsito que ocasione perjuicios es legal y jurisprudencialmente 
impuesta.  

 
9.4 GENÉRICA O INNOMINADA. 
 
No encuentra el Despacho ninguna excepción que pueda y deba 

declararse de oficio al interior del presente asunto.  
 
10. LLAMAMIENTO EN GARANTIA DE NELI ESTER 

JIMÉNEZ A TRANSIPIALES S.A. 



  
 

La demandada NELI ESTER JIMÉNEZ, llamó en garantía a la 
también demandada TRANSIPIALES S.A., afirmando en los términos del 
artículo 64 del C. G. del P. que, tenía el derecho contractual a exigir de ella 
la indemnización de los perjuicios que tuviere que llegar a asumir por cuenta 
del presente proceso, ello por cuanto se celebró un contrato de vinculación 
del vehículo automotor en el que se estipuló que la empresa, en calidad de 
administradora del bien, está obligada a responder por las indemnizaciones 
que resultares procedentes.    

 
Pues bien, aunque en efecto, en el contrato No. 0163 de 

vinculación del vehículo No. 2043 PLACA TJA-958, se estipuló que la 
empresa tendría la administración del rodante, a fin de explotarlo 
económicamente, este Juzgado, con suficiencia se ha pronunciado sobre la 
responsabilidad solidaria de la sociedad y la persona en quien recae la 
propiedad del automotor, razón por la cual, se remite a ellos para negar el 
presente llamamiento en garantía  

  
11. EXCEPCIONES DE MÉRITO DEL LLAMAMIENTO EN 

GARANTIA DE NELI ESTER JIMÉNEZ A TRANSIPIALES S.A.  
 
11.1 APLICACIÓN DEL PUNTO 5.3. DEL CONTRATO 0163 

DE 24 DE OCTUBRE DE 2018 
 
Siendo que esta excepción se funda en las mismas razones que 

llevaron a TRANSIPIALES S.A. a llamar en garantía a la propietaria del 
bien, NELI JIMÉNEZ, esto es, que en aquel acuerdo de voluntades se pactó 
que ella pagaría el 83% de una eventual condena; el Juzgado se remite a los 
argumentos esbozados en ese acápite para negar la única excepción 
formulada por la empresa transportadora.  

 
12. TASACIÓN DE PERJUICIOS. 
 
De acuerdo con lo esbozado hasta el momento, procede el 

Juzgado a tasar el monto de los perjuicios morales reclamados.  
 
Sobre dicha tasación, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:  
 
“En el empeño de encarar directamente el asunto, la Sala precisa que, 

para la valoración del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada 
la determinación de su cuantía en el marco fáctico de circunstancias, condiciones 
de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o posición de la víctima y de los 
perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción o 



  
 

pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del 
fallador. 

 
Por consiguiente, la Corte itera que la reparación del daño causado y 

todo el daño causado, cualquiera sea su naturaleza, patrimonial o no patrimonial, 
es un derecho legítimo de la víctima y en asuntos civiles, la determinación del monto 
del daño moral como un valor correspondiente a su entidad o magnitud, es cuestión 
deferida al prudente arbitrio del juzgado según las circunstancias propias del caso 
concreto y los elementos de convicción.  

 
Al respecto, ‘dentro de cualquier proceso que se surta ante la 

Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las 
cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará 
los criterios técnicos actuariales’, es decir, se consagra el resarcimiento de todos los 
daños causados, sean patrimoniales, ora extrapatrimoniales, aplicando la equidad 
que no equivale a arbitrariedad ni permite ‘valoraciones manifiestamente 
exorbitantes o, al contrario inicuas y desproporcionadas en relación con los perjuicios 
sufridos’ (Falvio Peccenini, La liquidazione del danno morale, in Monateri, Bona, 
Oliva, Peccenini, Tullini, Il danno alla persona, Torino, 2000, Tomo I, 108 ss) 

 
(…) 
 
Para concluir, en preservación de la integridad del sujeto de derecho, el 

resarcimiento del daño moral no es un regalo u obsequio gracioso, tiene por causa el 
quebranto de intereses protegidos por el ordenamiento, debe repararse in casu con 
sujeción a los elementos de convicción y las particularidades de la situación litigiosa 
según el ponderado arbitrio iudicis, sin perjuicio de los criterios orientadores de la 
jurisprudencia, en procura de una verdadera, justa, recta y eficiente impartición de 
justicia, derrotero y compromiso ineludible de todo juzgador”11 

 
Para fundamentar la tasación que se hace a continuación, no 

queda sino remitirse a las consideraciones realizadas al analizar el 
presupuesto de EL DAÑO de la responsabilidad civil extracontractual 
alegada, así como a los precedentes que nuestro H. Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Pasto ha establecido, para lo cual, se ordenará el pago 
de las siguientes sumas de dinero: 

 
A favor de: Por Concepto de:  La suma de:  

SANDRA LILI RAMÍREZ HERRERA 
(Compañera permanente de víctima) 

Daños morales  $ 50.000.000 

                                                           
11 C.S.J. Sala de Casación Civil. Sentencia del 18 de septiembre de 2019 M.P. Dr. William Namén Vargas. 
Exp. No. 0001-3031-005-2005-00406-01 



  
 

JOSÉ ARLEYO MOSQUERA 
(Padre de la Víctima) 

Daños morales  $ 40.000.000 

WALTER MOSQUERA PERALTA 
(Hermano de la Víctima) 

Daños morales  $ 40.000.000 

DANIS MOSQUERA PERALTA 
(Hermano de la Víctima) 

Daños morales  $ 40.000.000 

 Total  $ 170.000.000 

 
9. OBJECIÓN AL JURAMENTO ESTIMATORIO 
 
Siendo que, en este caso, las únicas indemnizaciones que proceden 

son las de tipo extrapatrimonial, no habrá lugar, de acuerdo con el artículo 
206 del C. G. del P., a declarar la prosperidad del juramento estimatorio.    

 
III. DECISIÓN: 

 
De acuerdo con lo considerado, se declararán no probadas las 

excepciones formuladas por la demandada y por las llamadas en garantía, y 
como consecuencia, se declarará solidariamente la responsabilidad civil 
extracontractual de los demandados NELY ESTER JIMÉNEZ, URIEL 
MAURICIO FIGUEROA IMÉNEZ y de las sociedades SBS SEGUROS 
COLOMBIA S.A., y TRANSIPIALES S.A., condenándoseles a pagar en 
favor de los demandantes SANDRA LILI RAMÍREZ HERRERA, JOSÉ 
ARLEYO MOSQUERA, WALTER MOSQUERA PERALTA y DANIS 
MOSQUERA PERALTA, los perjuicios ocasionados con la muerte del 
señor JOSE ARLEYO en el accidente de tránsito del 19 de agosto de 2019.  

 
Así mismo, se ordenará a la aseguradora llamada en garantía, el 

reembolso correspondiente en favor de TRANSIPIALES S.A., ello de 
acuerdo con las coberturas y valores asegurados en la póliza de seguro de 
responsabilidad civil extracontractual contratada; se condenará a los 
demandados al pago de las costas procesales en favor de la parte 
demandante y se fijarán agencias en derecho de conformidad con lo 
establecido en el Acuerdo No. PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016. 

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de 

Pasto (Nariño), administrando justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la ley,  

 
RESUELVE: 

1. DECLARAR NO PROBADAS las excepciones de 
mérito formuladas frente a las pretensiones de la demanda, por los 



  
 

demandados y por la llamada en garantía SBS SEGUROS 
COLOMBIA S.A. 
 

2. Como consecuencia de lo anterior, DECLARAR a los 
demandados NELY ESTER JIMÉNEZ, URIEL MAURICIO FIGUEROA 
JIMÉNEZ, TRANSIPIALES S.A. y SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., civil 
y solidariamente responsables de los daños y perjuicios extrapatrimoniales 
ocasionados a los demandantes SANDRA LILI RAMÍREZ HERRERA, 
JOSÉ ARLEYO MOSQUERA, WALTER MOSQUERA PERALTA y 
DANIS MOSQUERA PERALTA, derivados del accidente de tránsito 
ocurrido el 19 de agosto de 2019 en el que perdió la vida el señor JOSÉ 
ARLEYO MOSQUERA PERALTA.  
  

3. Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR a los 
demandados NELY ESTER JIMÉNEZ, URIEL MAURICIO FIGUEROA 
JIMÉNEZ, TRANSIPIALES S.A. y SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., a 
pagar después de los 10 días siguientes a la notificación de este fallo, las 
siguientes sumas dinerarias:  

 
A favor de: Por Concepto de:  La suma de:  

SANDRA LILI RAMÍREZ HERRERA 
(Compañera permanente de víctima) 

Daños morales  $ 50.000.000 

JOSÉ ARLEYO MOSQUERA 
(Padre de la Víctima) 

Daños morales  $ 40.000.000 

WALTER MOSQUERA PERALTA 
(Hermano de la Víctima) 

Daños morales  $ 40.000.000 

DANIS MOSQUERA PERALTA 
(Hermano de la Víctima) 

Daños morales  $ 40.000.000 

 Total  $ 170.000.000 

En caso de mora en el pago de la condena, se pagarán por la parte 
demandada en favor de la parte demandante intereses legales civiles sobre 
la misma hasta cumplir con el pago total.  

4. CONDENAR a los demandados NELY ESTER 
JIMÉNEZ, URIEL MAURICIO FIGUEROA JIMÉNEZ, TRANSIPIALES 
S.A. y SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., a pagar en favor de la parte 
demandante las costas procesales. Liquídense por secretaría en la forma 
establecida en el artículo 366 del C. G. del P.   

 
Se fijan como agencias en derecho a favor de la parte demandada 

y a cargo de la parte demandante, el equivalente al 6% de la totalidad de las 
pretensiones de la demanda. 

 



  
 

5. DECLARAR la prosperidad del llamamiento en garantía 
formulado por TRANSIPIALES S.A. en contra de SBS SEGUROS 
COLOMBIA S.A., de acuerdo con lo esbozado en precedencia. 

 
6. Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR a SBS 

SEGUROS COLOMBIA S.A. al REEMBOLSO de los dineros que 
TRANSIPIALES S.A., debe pagar al demandante en razón de la condena 
que aquí se le impone, ello hasta los montos máximos asegurados por la 
póliza de responsabilidad civil extracontractual contratada, dinero en el que 
se ha de incluir el deducible pactado. 

 
7. Condenar a la llamada en garantía SBS SEGUROS 

COLOMBIA S.A. a pagar a la llamante TRANSIPIALES S.A., el 75% de 
las costas procesales derivadas del llamamiento. Liquídense por secretaría, 
en la forma establecida en el artículo 366 del C. G. del P.  

 
Fijar como agencias en derecho el equivalente al 4% del 

reembolso ordenado.  
 
8. SIN LUGAR a declarar la prosperidad de los 

llamamientos en garantía que TRANSIPIALES S.A. y NELI ESTER 
JIMÉNEZ formularon entre sí, de acuerdo con las razones esbozadas en 
precedencia. 

 
9. Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE el expediente 

dejando las constancias de rigor en el libro radicador y en el sistema siglo 
XXI.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
 
 

 
 
 



  
 

 

JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO 
PASTO - NARIÑO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

La providencia precedente se 
notifica mediante su fijación en 

ESTADOS, 
HOY, 1 DE OCTUBRE DE 2024, 

a las 08:00 a.m. 
 

 
SUSAN CAROLINA QUIJANO ALVARADO 

SECRETARIA 


